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Ahora, el problema jurídico que se plantea consiste en determinar si, por ser
el preacuerdo un fenómeno postdelictual, el beneficio punitivo que del
mismo se derive para el imputado o acusado debe operar sobre la pena
previamente individualizada o si, por el contrario, puede afectar los límites
mínimo y máximo de las sanciones previstas por la ley para la respectiva
conducta punible. De cara a ello, ha de decirse que la solución depende del
tipo de preacuerdo de que se trate en cada caso.

En efecto, la Ley 906 de 2004 dispone que la Fiscalía y el imputado o
acusado, con miras a alcanzar los elevados fines previstos en ella, pueden
“llegar a preacuerdos que impliquen la terminación del proceso” (artículo 348)
y señala que tales preacuerdos pueden consistir:

1) En la simple aceptación de los cargos formulados, en cuyo caso el
procesado se hace acreedor a que “la pena imponible” se le rebaje en una
proporción fija (artículo 293 y artículo 351, inciso primero). O,

2) En negociaciones “sobre los términos de la imputación” (artículo 350,
inciso primero) o “sobre los hechos imputados y sus consecuencias” (artículo
351). También en conversaciones que conduzcan a la eliminación de “alguna
causal de agravación punitiva” o de “algún cargo específico” (artículo 350,
inciso segundo, numeral primero) o a que la Fiscalía “tipifique” la conducta
“de una forma específica con miras a disminuir la pena” (artículo 350, inciso
segundo, numeral segundo).

Precisando los diversos alcances que pueden tener los preacuerdos, la Sala,
en CSJ SP 20 nov. 2013, rad. N°41570, reiterada en CSJ SP13939-2014, 15
oct. 2014, rad. N°42184, indicó:

Evidente es, entonces, la profunda transformación que se ha producido en el
ordenamiento jurídico con la adopción de la institución de los preacuerdos y
negociaciones, la cual genera como consecuencia obvia que el acuerdo pueda
incidir en los elementos compositivos o estructurales del delito, en los
fenómenos amplificadores del tipo, en las circunstancias específicas o
genéricas de agravación, en el reconocimiento de atenuantes, la aceptación
como autor o como partícipe (cómplice), el carácter subjetivo de la imputación



(dolo, culpa, preterintención), penas principales y penas accesorias, ejecución
de la pena, suspensión de ésta, privación preventiva de la libertad, la
reclusión domiciliaria, la reparación de perjuicios morales o sicológicos o
patrimoniales, el mayor o menor grado de la lesión del bien jurídicamente
tutelado. (Subrayas fuera de texto).

Ahora, si bien no cabe discusión en cuanto a que el preacuerdo es un
fenómeno posterior al delito, pues es evidente que tiene lugar después de su
perpetración, más exactamente, cuando se está procesando a quien ha
adquirido la calidad de imputado o acusado porque de los elementos
materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida
la Fiscalía infirió razonablemente que pudo ser autor o partícipe del delito
que se investiga (artículo 287) o afirmó, con probabilidad de verdad, su
calidad de autor o partícipe de una conducta delictiva que existió (artículo
336), según el caso, si se analizan las modalidades de preacuerdo que se
encuentran previstas en la ley, necesariamente se llega a la conclusión que
su incidencia sobre la determinación de la pena, aunque siempre ha de
redundar en beneficio del procesado, no opera de igual manera en todos los
casos.

Tratándose del primer tipo de preacuerdo, es decir, la simple aceptación de
los cargos formulados, no hay dificultad alguna en aceptar la tesis expuesta
por el tribunal en la sentencia que se examina, pues es indudable que
primero se ha de determinar “la pena imponible”, siguiendo los criterios y
metodología indicados por el legislador, para luego efectuar su reducción,
en la proporción fija que corresponda, y arribar así a la que puede
denominarse como pena efectiva.

Pero no sucede igual cuando, v. gr., las partes optan por celebrar un pacto
sobre las consecuencias jurídicas de los hechos imputados y acuerdan el
monto de la pena, pues en tal eventualidad ni siquiera se aplica el sistema
de cuartos (artículo 61 del Código Penal, modificado por el artículo 3° de la
Ley 890 de 2004, CSJ AP 7 feb. 2007, rad. N°26448). Menos aún, cuando
se conviene la eliminación de “alguna causal de agravación punitiva”, pues
si ésta es específica tal supresión impide que se incrementen los extremos
punitivos del tipo básico; por tanto, es dentro de éstos que debe graduarse
la sanción.

Finalmente, el preacuerdo para que la Fiscalía tipifique la conducta “de una
forma específica con miras a disminuir la pena” determina la calificación
jurídica del comportamiento y la consiguiente solicitud de condena, que se
configuran según las correspondientes disposiciones del Código Penal. En
consecuencia, en tales eventos lo que corresponde es la aplicación de lo
dispuesto por el estatuto penal sustantivo, por ejemplo, en tratándose de
complicidad, la imposición de “la pena prevista para la correspondiente
infracción disminuida de una sexta parte a la mitad”, como lo ordena el inciso



segundo del artículo 30 de la Ley 599 de 2000, operación que se ha de
materializar según las indicaciones de los artículos 60-5 y 61 ibídem.

En tal caso, no es posible darle un tratamiento diferente a la disminución
de la pena, como lo propuso el tribunal, porque ello implicaría infracción al
principio de legalidad. Repárese, entre otros, en un caso en el que la Fiscalía
ha formulado imputación por homicidio simple con dolo eventual y luego
acuerda tipificar la conducta como homicidio culposo. En tal evento, sin
desconocer el carácter postdelictual del preacuerdo, jurídicamente resulta
imposible dejar de aplicar los linderos punitivos fijados por el artículo 109
del Código Penal.

[…]

Límites al beneficio derivado del preacuerdo para el imputado o
acusado.

De conformidad con el inciso segundo del artículo 351 de la Ley 906 de
2004, si como producto del preacuerdo “hubiere un cambio favorable para el
imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja
compensatoria por el acuerdo”.

Si las partes acordaron degradar la forma de intervención de autor a
cómplice y eligieron que tal variación tuviera efecto sobre el delito que hasta
entonces, según la imputación y el escrito de acusación, era el más
drásticamente sancionado, ninguna de ellas puede pretender que, luego de
aplicada esa reducción punitiva, tal reato sea mantenido en la misma
condición, esto es, como base para la dosificación punitiva concursal,
contrariando la realidad matemática y los dictados del artículo 31 del Código
Penal, pues ello excede los límites impuestos por la ley, al acarrear la
concesión de un beneficio adicional al pactado.

Por el contrario, a las partes les correspondía prever cuáles serían las
repercusiones de lo acordado, teniendo en cuenta que el juzgador debía
ceñirse a lo normado por el precepto en comento».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Ley 599 de 2000 art. 30, 31, 60 y 61
Ley 906 de 2004 art. 293, 301, 348, 350 y 351
Ley 1453 de 2011 art. 57
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Ver también, entre otras, las providencias: CSJ SP2998-2014, CSJ
SP13939-2014, y CSJ SP2168-2016.


